Procesado: GILBERTO SOTO URIBE

Delito: Concierto para delinquir agravado
Rad. # 66001-31-07-002-2018-00027-01
Asunto: resuelve apelación formulada por la Defensa en contra de la sentencia condenatoria

Decisión: Confirma fallo confutado


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Procesado:
GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”.

Delito:
Concierto para delinquir agravado

Radicación #
66001-31-07-002-2018-00027-01
Procede:
Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira

Asunto:
Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.

Decisión:
Confirma fallo confutado

TEMAS:
CONCIERTO PARA DELINQUIR / ALLANAMIENTO A LOS CARGOS / INTERÉS PARA RECURRIR POR QUIEN SE ALLANÓ / APLICACIÓN DE LOS ACUERDOS DE PAZ A REINSERTADOS DE LA AUC / SUBROGADO DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA.
¿Se encuentra legitimada la Defensa para interponer un recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia condenatoria proferida en contra del señor… la cual fue producto de su deseo de allanarse a los cargos, con base en la tesis consistente en que el Procesado debe ser absuelto como consecuencia de la presencia de un evento de extinción de la acción penal (Amnistía)? (…)
… es claro que si la sentencia satisfizo las pretensiones del hoy Condenado, quien a sabiendas de las consecuencias que sobrevendrían de su decisión, decidió allanarse a los cargos, surge evidente que a dicho sujeto procesal no le asistiría legitimación alguna para alzarse en contra del proveído para así contrariar la declaratoria de responsabilidad criminal. (…)

Pero pese a lo anterior, la Sala no puede desconocer que la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante cabalga en dos hipótesis, las cuales consisten en aludir que en el presente asunto el Procesado, por su condición de reinsertado de las “AUC”, es beneficiario de las amnistías e indultos reguladas en la Ley 1820 de 2.016, e igualmente que en su favor se debió haber reconocido el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, eventos estos en los cuales si estaría legitimado el apelante para fungir como recurrente, y en consecuencia le asistiría interés para recurrir…
¿El acusado… por su calidad de desmovilizado de las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC– es beneficiario de las disposiciones consagradas en la Ley 1820 de 2016: “Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre Amnistía, Indulto y Tratamientos Penales Especiales y otras disposiciones” y por consiguiente se debe precluir la actuación procesal como consecuencia de la presencia de dicha causal de extinción de la acción penal? (…)

Frente a lo anterior, que más bien es propio de la teoría de la causa y del efecto, la Sala dirá que no le asiste la razón a la inconformidad expresada por el apelante, debido a que de un análisis del contenido de la Ley # 1820 de 2.016, de bulto se extracta que la misma resultó ser una consecuencia de los acuerdos de paz suscritos entre el Gobierno Nacional y las “FARC-EP”, en los que se pactó que los miembros de dicha organización insurgente que se hayan sometido a ese acuerdo de paz y que durante su militancia en ese grupo subversivo hayan incurrido en la comisión de ciertos delitos, catalogados como de “políticos” y conexos, serían beneficiarios de la llamada amnistía de iure, lo que operaría como una especie de compensación por dejar las armas y reintegrarse a la vida civil. (…)
En suma, de todo lo antes expuesto, la Sala válidamente puede colegir que el Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, contrario a lo reclamado por el apelante, en momento alguno puede ser beneficiario de las amnistías e indultos regulados en la Ley # 1820 de 2.016, porque no integró ni hizo parte del grupo insurgente que suscribió ni se sometió el acuerdo de paz con el Gobierno Nacional que dio luz a la ley de marras…
¿Se cumplían o no los requisitos para que al Procesado GILBERTO SOTO URIBE se le reconociera el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena? (…)

En el caso en estudio, no existe duda alguna que se satisface el requisito objetivo como consecuencia de las penas de prisión impuestas al Procesado, la cual no excede de los tres años; pero de igual manera, ante la gravedad de las delincuencias perpetras por el Procesado y el comportamiento social desplegado durante el tiempo que militó en las AUC… válidamente se puede colegir que su desempeño social no ha sido el más adecuado ni el mejor, lo cual torna en necesario que sea sometido al correspondiente tratamiento penitenciario intramural, por lo que es obvio que se debe ejecutar la sentencia…  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, dieciocho (18) de Octubre del dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por acta No. 932
Hora: 01:00 p.m. 
VISTOS:

Procede la Sala de Decisión de Asuntos Penales del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, a desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de esta localidad el día 7 de marzo de la presente anualidad, en la cual se declaró la responsabilidad penal del señor GILBERTO SOTO URIBE (A) “Guri Guri”, por incurrir en la comisión del delito de Concierto para delinquir agravado.

ANTECEDENTES:

De conformidad con la información obrante en la actuación procesal, se tiene que el señor GILBERTO SOTO URIBE (A) “Guri Guri” hizo parte de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), específicamente de la cuadrilla denominada “Frente Héroes y Mártires de Guática” del Bloque Central Bolívar, operando específicamente en el municipio de Santuario, durante el periodo comprendido entre los años 2.001 al 2.005, en donde desempeñó el rol de “patrullero”, bajo el mando de (A) “Rocky” y (A) “Tigre”. 

El vínculo del Condenado con dicha organización Paramilitar fue reconocido por su Dirigente, el señor CARLOS MARIO JIMÉNEZ NARANJO (A) “MACACO”, cuando, con ocasión de los acuerdos de Paz suscritos con el Gobierno Nacional en el mes de junio de 2004, cuyo propósito era que sus miembros pudieran reintegrarse a la vida civil, elaboró un listado de las personas que lo conformaban, entre los cuales, estaba incluido (A) “Guri Guri”, quien posteriormente se desmovilizó en el marco de dicha negociación, lo que tuvo ocurrencia en el mes de diciembre del año 2.005. 

SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1. Mediante auto del 13 de junio de 2008, la Fiscalía dispuso la apertura
 de una investigación previa en contra del señor GILBERTO SOTO URIBE. Así mismo, en el devenir esa fase preprocesal, el Ente Investigador decidió
 mediante providencia del 30 de octubre de 2009, darle tratamiento de delito común a la conducta cometida por el Procesado, puesto que la línea de pensamiento de la Corte Suprema de Justicia había variado, en el sentido de que al accionar de los miembros de las autodefensas no podía tildársele bajo ninguna circunstancia como delitos políticos, sino comunes, lo que implica que no sería susceptible de los beneficios legales a los que tendría derecho por haberse reinsertado a la vida civil. 

2. El 9 de febrero de 2015, la Fiscalía decretó la Resolución
 de Apertura de Instrucción, razón por la cual se escuchó en diligencia de indagatoria
 al ahora procesado GILBERTO SOTO URIBE, quien expresó en el desarrollo de esa diligencia su deseo de aceptar los cargos que le fueron endilgados en la injurada. 

3. La situación jurídica del procesado fue definida mediante auto interlocutorio
 del 22 de noviembre de 2017, con el cual, la Fiscalía decidió imponerle medida de aseguramiento de detención preventiva, por incurrir en la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado, tipificado en el inciso 2º del artículo 340 C.P., modificado por el artículo 8º de la ley 733 de 2.002, y el artículo 1º de la ley 1.424 de 2.010. Además, decretó en su favor, la extinción de la acción penal por prescripción, en lo que tenía que ver con el reato de utilización ilegal de uniformes e insignias, consagrado en el artículo 346 Ibídem. Finalmente, le negaron al sindicado los beneficios de libertad provisional y prisión domiciliaria. 

4. En atención a que el acriminado había manifestado su deseo de someterse a la sentencia anticipada, se llevó a cabo la diligencia de aceptación de cargos el día 6 de diciembre de 2017, en la que este decidió de manera unilateral, voluntaria y consciente allanarse a los cargos endilgados en su contra por incurrir en la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado. 

5. Al haber tenido ocurrencia el fenómeno del allanamiento a cargos por parte del Procesado GILBERTO SOTO URIBE, se le asignó el conocimiento de la actuación al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante, Despacho que en las calendas del 21 de diciembre de 2.017 profirió la correspondiente sentencia condenatoria, en contra de la cual la Defensa interpuso y sustentó de manera oportuna el recurso de apelación. 

EL FALLO CONFUTADO:

Como se anunció atrás, se trata de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, Itinerante, de esta ciudad, el pasado 7 de marzo de 2018, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del señor GILERTO SOTO URIBE (A) “Guri Guri”, por incurrir en el delito de concierto para delinquir agravado, después de que el susodicho decidiera allanarse a los cargos enrostrados en su contra por la Fiscalía, aceptación que se encontraba en concordancia con los medios de conocimiento obrantes en el proceso, que daban cuenta de que el señor SOTO URIBE militó en un grupo paramilitar del Bloque Central Bolívar, denominado “Frente Héroes y Mártires de Guática”. 
Al imprimirse aprobación al allanamiento a cargos, el Procesado fue condenado a purgar una pena de 36 meses de prisión y al pago de una multa equivalente a 1.000 smlmv, la que resultó ser una consecuencia del reconocimiento en favor del acriminado de un descuento punitivo equivalente al 50% de las penas, como compensación por haber admitido los cargos endilgados en su contra.
De igual forma en dicho fallo al Procesado no se le reconoció el disfrute de sustitutos y de subrogados penales.

LA APELACIÓN:

Una vez proferida la sentencia condenatoria en contra de (A) “Guri Guri”, y encontrándose dentro del término oportuno, la Defensa interpuso el recurso de apelación con el fin de que la misma sea revocada. El Quid de la discrepancia propuesta por el apelante, consiste en señalar que el Juzgado A quo para efectos de proferir la sentencia condenatoria en contra del señor GILBERTO SOTO URIBE, no se acogió a los lineamientos de la Ley 1820 de 2016, ni siquiera hizo mención de la misma, lo que en su sentir es un equívoco, puesto que de haberse dado aplicación a esa norma, necesariamente la decisión habría sido no la de condenar a su representado, sino la de ordenar en su favor la preclusión de la investigación penal. 
El cimiento de la teoría planteada por el recurrente, radica en asegurar que la Ley 1820 de 2016, cuya aplicación depreca, a pesar de haberse proferido con ocasión del Acuerdo de Paz firmado por el Gobierno Nacional con miembros de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC-, no refiere taxativamente en ninguno de sus apartes que sea de aplicación exclusiva para las personas que conformaban ese grupo al margen de la ley; contrario sensu, indica esa norma, al momento de referirse a su “ámbito de aplicación”, que ésta va dirigida a todas aquellas personas que con su actuar hubiesen cometido delitos de connotación política, por lo que también los miembros de las autodefensas, quienes nacieron en el contexto nacional por la existencia de las “FARC”, y se confrontaron armadamente con estas últimas por circunstancias meramente políticas, deberían ser cobijados con el mismo manto de protección que aquellas.
En ese orden de ideas, sugirió el recurrente que si en el desarrollo de la Ley 1820 de 2016 se prevé la preclusión de las investigaciones adelantadas en contra de personas que cometiesen delitos de rebelión, sedición, asonada y otros conexos como el de concierto para delinquir, conducta última que se le endilgara al señor GILBERTO SOTO URIBE, la consecuencia lógica sería la ya dicha: una preclusión del enjuiciamiento.
Ahora bien, otro de los debates propuestos por el recurrente de manera accesoria, tiene que ver con el hecho de que al condenado SOTO URIBE se le hubiera negado su libertad física por haber cometido un delito con posterioridad a la desmovilización; pues discurre que para que se pueda predicar la configuración de un antecedente, es necesario que exista una sentencia vigente, es decir, que no se haya purgado. Además, el fundamento que le sirvió de base al fallador para tomar la decisión de negarle al condenado la libertad, cual fuere la Ley 1424 de 2010, resulta inaplicable en el presente caso, porque esa disposición legal tiene un carácter eminentemente administrativo, en otras palabras, fue creada o pensada para otorgar beneficios o estímulos, pero nunca para coartar un derecho de rango constitucional y fundamental como lo es el de la libertad, ni mucho menos modificar las normas que rigen el procedimiento penal, como las Leyes # 600 de 2000 y # 906 de 2004. 
Por otra parte, expuso la Defensa que las leyes transicionales tienen objetivos claros y humanísticos, como ocurre en este tipo de escenarios, en donde se busca una “pacificación de Colombia después de 50 años de violencia”, por ende, dichos estatutos deben ser aplicados de manera reverente y benévola en su interpretación, entendiéndose que lo que se busca es el indulto, el perdón o la amnistía, más no la retaliación frente al sujeto pasivo de la administración de justicia. Así las cosas, y a manera de conclusión, destacó que no es acertado condenar a prisión en establecimiento carcelario a una persona que se desmovilizó, depuso sus armas y confesó en su versión libre los hechos, reconciliándose consigo mismo y con la sociedad. 
Finalmente, apuntó que el Acto Legislativo Nro. 01 del 4 de abril de 2017, contentivo del Acuerdo de Paz de que trata la Ley 1820 de 2016, hace parte de la Constitución, y por lo tanto, tienen carácter de valor y principio constitucional, en ese orden, debe aplicarse en favor del señor GILBERTO SOTO URIBE, por todas las razones señaladas en los párrafos anteriores.  
A modo de conclusión, el apelante solicita la revocatoria del fallo opugnado, y como consecuencia de ello, se precluya la investigación adelantada en contra del condenado SOTO URIBE, ordenando en efecto su libertad inmediata.  
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de decisión es competente para pronunciarse sobre la alzada propuesta por la Defensa, de conformidad con lo consagrado en el # 1º del artículo 76 de la Ley 600 de 2.000, toda vez que está dirigida en contra de una Sentencia proferida por un Juzgado Penal con categoría de Circuito Especializado que hace parte de este Distrito Judicial. 
Es de anotar que no se avizoran irregularidades sustanciales que de una u otra forma hubieran podido viciar de nulidad la actuación procesal.

- Problema Jurídico:

Antes de entrar a resolver lo concerniente a los fundamentos de disenso esgrimidos por el recurrente en su escrito de apelación, se deberá absolver por parte de la Colegiatura el siguiente interrogante: 
¿Se encuentra legitimada la Defensa para interponer un recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia condenatoria proferida en contra del señor GILBERTO SOTO URIBE, la cual fue producto de su deseo de allanarse a los cargos, con base en la tesis consistente en que el Procesado debe ser absuelto como consecuencia de la presencia de un evento de extinción de la acción penal (Amnistía)?  
Ahora bien, en caso de que la respuesta al anterior cuestionamiento resulte ser favorable a los intereses del apelante, se deberá pasar a resolver los siguientes problemas jurídicos subsecuentes:  

¿El acusado GILBERTO SOTO URIBE, por su calidad de desmovilizado de las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC- es beneficiario de las disposiciones consagradas en la Ley 1820 de 2016: “Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre Amnistía, Indulto y Tratamientos Penales Especiales y otras disposiciones” y por consiguiente se debe precluir la actuación procesal como consecuencia de la presencia de dicha causal de extinción de la acción penal?  

¿Se cumplían o no los requisitos para que al Procesado GILBERTO SOTO URIBE se le reconociera el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena?
- Solución:
Antes de entrar a resolver los planteamientos esgrimidos por el recurrente en su alzada, es necesario establecer si se encuentra legitimado para apelar la providencia de primera instancia, deprecando su revocatoria. Para poder resolver tal interrogante, se debe hacer alusión al contexto en el cual se adoptó el fallo opugnado, el cual resultó ser de carácter condenatorio como consecuencia de una terminación anticipada del proceso, según los postulados de la Ley 600 de 2000, teniendo en cuenta que el Procesado GILBERTO SOTO URIBE manifestó su deseo de acogerse a una sentencia anticipada bajo la modalidad del allanamiento a cargos. 
Es de anotar que tal acontecer, por sí solo, nos llevaría a pensar que la pretensión de la Defensa se encuentra en contravía de los efectos lógicos que generan una decisión de tales características, en donde el Procesado, de manera libre, consciente y voluntaria, admite los cargos enrostrados por la Fiscalía, lo cual implica, por regla general, el proferimiento de una sentencia condenatoria, en consonancia, obviamente, con los cargos respecto de los cuales el acriminado decidió allanarse, como así nos lo enseña el artículo 40 de la Ley 600 de 2.000, inciso 3°.
En concordancia con lo anterior, se dirá que la exigencia necesaria para que alguna de las partes interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho de que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que sufra algún tipo de agravio, de tal suerte que no esté llamado a prosperar el reclamo que se formule en contra de una sentencia proferida en armonía con las decisiones unilaterales adoptadas por el mismo sujeto procesal que promueve el recurso de apelación, o por quien le asesoró, como en este caso la Defensa, pues es claro que si la sentencia satisfizo las pretensiones del hoy Condenado, quien a sabiendas de las consecuencias que sobrevendrían de su decisión, decidió allanarse a los cargos, surge evidente que a dicho sujeto procesal no le asistiría legitimación alguna para alzarse en contra del proveído para así contrariar la declaratoria de responsabilidad criminal.
Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación lo que la Corte ha dicho al respecto, en los siguientes términos: 

“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.

Si la determinación judicial censurada favorece las pretensiones de la parte o se pronuncia en los términos postulados por esta, surge evidente que, por no existir un agravio, la parte se inhabilita para impugnarla, porque ningún daño puede reclamar frente a lo que se resolvió según sus expectativas…”
.

Es de anotar que el requisito de marras tiene mayor injerencia cuando de procesos abreviados se trata, porque según lo consignado en el inciso 3° del artículo 40 de la Ley 600 de 2000 su radio de acción se encuentra limitado en el momento de interponer los recursos. Así pues, a voces del mencionado canon, la Defensa sólo estaría legitimada para fungir como recurrente «respecto de la dosificación de la pena, de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la extinción del dominio sobre bienes», casos en los cuales se podría llegar a presentar alguna eventual afectación o agravio de los intereses de ese sujeto procesal o sus garantías fundamentales. De tal manera que, salvo las antedichas hipótesis, la Defensa no estaría legitimada, por ausencia de interés, para recurrir una sentencia condenatoria que haya sido producto del deseo del Procesado de allanarse a los cargos.

Lo anterior, guarda una estrecha relación con el principio de la irrectractabilidad, en virtud del cual, por lealtad procesal, se tiene establecido que aquella parte decidió unilateralmente allanarse a los cargos endilgados en su contra, una vez que se le haya impartido aprobación a dicha determinación por parte de la Judicatura, le está vedado desdecirse de su decisión, lo cual obviamente se daría con la interposición de recursos en los que se pretenda cuestionar la declaratoria de la responsabilidad penal efectuada en contra del encartado. 

Sobre la procedencia del aludido principio en los procesos abreviados que se rigen por la Ley 600 de 2.000, es menester tener en cuenta que la Corte, de vieja data, ha dicho lo siguiente:  

“Las limitantes para controvertir la sentencia anticipada sustentan su razón de ser en la naturaleza misma del proceso legal, “que impone la prohibición de retractarse luego de cumplido su trámite, en obedecimiento al principio de preclusión de las actuaciones judiciales parejo al de oportunidad para el ejercicio de los derechos, los cuales redundan en el mantenimiento de la seguridad jurídica de las decisiones de la jurisdicción”. (Auto del 3 de julio de 1907, M.P Dr. Fernando Arboleda Ripoll).

El recurso de casación interpuesto llevaba implícita la restricción del artículo 37B sobre el interés para recurrir, de manera que el actor tenía que ajustarse a esa limitación, pues la Corte no puede ocuparse en temas sobre los cuales no se puede pronunciar por falta de interés del impugnante.

El libelista pasó por alto que al haber aceptado el cargo de hurto con las circunstancias antes descritas, no cabía impugnar la apreciación probatoria del fallo, para solicitar que la condena se produjera por hurto en la modalidad de tentativa.

De otra parte, el defensor ignoró que, precisamente por carecer de interés para reclamar la aplicación del dispositivo amplificador del tipo penal, el Tribunal Superior de Bogotá expresó que no examinaría el punto relativo al delito tentado, puesto que habiéndose sometido a sentencia anticipada por el delito hurto consumado, el tema de la posible imperfección del ilícito ya no tenía lugar en sede de segunda instancia…”
.
Al aplicar los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, partimos de un hecho cierto, y es que estamos en presencia de una sentencia proferida de manera anticipada, atendiendo la decisión unilateral, consciente y voluntaria del Procesado de aceptar los cargos formulados por la Fiscalía, tanto en la indagatoria como en la providencia en la que se le definió la situación jurídica, por incurrir en la comisión del delito de concierto para delinquir agravado, tipificado en el inciso 2º del articulo 340 C.P. modificado por el artículo 8º de la Ley 733 de 2.002 y el artículo 1º de la Ley 1.424 de 2.010, allanamiento que fue realizado formalmente durante la diligencia de formulación y aceptación de cargos celebrada el día 6 de diciembre de 2.017. Además, se tiene certeza de que la sentencia condenatoria se profirió en consonancia con los cargos aceptados por el Procesado, los cuales tenían eco en el acervo probatorio.
En ese orden de ideas, encuentra la Sala que la apelación promovida por la Defensa tiene tintes más bien de retractación a la aceptación de cargos que hiciera el Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, por lo que en un principio no le asistiría ningún tipo de interés jurídico para recurrir el fallo, razón por la cual se podría decir que la Colegiatura se encontraría inhibida para desatar la alzada, por tener el apelante cerradas las puertas de la 2ª instancia ante el no cumplimiento de uno de los requisitos que son necesarios para la procedencia del recurso de alzada, como lo es el del plurienunciado interés jurídico para recurrir. 

Pero pese a lo anterior, la Sala no puede desconocer que la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante cabalga en dos hipótesis, las cuales consisten en aludir que en el presente asunto el Procesado, por su condición de reinsertado de las “AUC”, es beneficiario de las amnistías e indultos reguladas en la Ley 1820 de 2.016, e igualmente que en su favor se debió haber reconocido el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, eventos estos en los cuales si estaría legitimado el apelante para fungir como recurrente, y en consecuencia le asistiría interés para recurrir por lo siguiente:

· La amnistía, acorde con lo regulado en el artículo 82 C.P. se constituye en una de las causales de extinción de la acción penal, por lo que es obvio que en los eventos de terminación abreviada de los procesos penales el no reconocimiento de los efectos de una amnistía o de un indulto, implicaría causarle un perjuicio a los derechos y garantías fundamentales del procesado, ya que se estaría profiriendo una sentencia sobre un delito respecto del cual, por razones políticas o de conveniencia nacional, ante la declinación por parte del Estado de sus potestades punitivas, se encuentra extinta la acción penal. 
· Acorde con lo regulado en el inciso 3° del artículo 40 de la Ley 600 de 2000, es factible y viable que la Defensa interponga un recuro de apelación en contra de un fallo anticipado o abreviado, cuando su inconformidad está relacionada con la no concesión de sustitutos de la pena o de subrogados penales, debido a que con ese tipo de decisiones se le puede ocasionar un agravio al procesado ante la evidente amenaza del presidio.

Esclarecido que en el presente asunto el recurrente se encuentra legitimado para para apelar, vemos, como ya se dijo en párrafos anteriores, que una de las tesis en la que soporta su inconformidad con el fallo opugnado radica en argumentar que el Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, por haber sido miembro de las AUC debe ser beneficiario de las amnistías e indultos regulados en la Ley # 1820 de 2.016, por la sencilla razón consistente en que esos grupos paramilitares de autodefensa surgieron para combatir las delincuencias perpetradas por las organizaciones insurgentes, entre ellas las autodenominadas “Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia”, “FARC-EP”, razón por la cual, si mediante la ley de marras se busca indultar o amnistiar a los integrantes de dicha organización guerrillera, es lógico que tales beneficios deban hacerse extensivos hacia las demás organizaciones armadas que nacieron con la finalidad de confrontar a dicha guerrilla.  

Frente a lo anterior, que más bien es propio de la teoría de la causa y del efecto, la Sala dirá que no le asiste la razón a la inconformidad expresada por el apelante, debido a que de un análisis del contenido de la Ley # 1820 de 2.016, de bulto se extracta que la misma resultó ser una consecuencia de los acuerdos de paz suscritos entre el Gobierno Nacional y las “FARC-EP”, en los que se pactó que los miembros de dicha organización insurgente que se hayan sometido a ese acuerdo de paz y que durante su militancia en ese grupo subversivo hayan incurrido en la comisión de ciertos delitos, catalogados como de “políticos” y conexos, serían beneficiarios de la llamada amnistía de iure
, lo que operaría como una especie de compensación por dejar las armas y reintegrarse a la vida civil.
Acorde con lo anterior, se podría decir que en un principio los principales destinatarios de dicha ley serían los integrantes de dicho grupo alzado en armas, o sea  las “FARC-EP”, que decidieron someterse al acatar el acuerdo de paz suscrito con el Gobierno Nacional, pero tal peculiaridad no implica que no se pueda desconocer que la Ley # 1820 de 2.016 también es factible ser aplicada a los miembros de otras organizaciones insurgentes que hayan pactado algún tipo de acuerdo de paz con el Gobierno, como bien lo preceptúa el inciso 3º del artículo 3º de la ley de marras en los siguientes términos:

“En cuanto a los miembros de un grupo armado en rebelión solo se aplicará a los integrantes del grupo que haya firmado un acuerdo de paz con el Gobierno, en los términos que en esta ley se indica…..”. 
Luego, si aplicamos lo anterior al caso en estudio, tenemos como hecho cierto el consistente en que la realidad procesal nos enseña que el Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, no puede ser destinatario de las disposiciones consagradas en la aludida Ley # 1820 de 2.016 debido a que no figura como integrante del denominado grupo insurgente de las “FARC-EP”, sino como miembro de la organización paramilitar conocida como las “AUC”, por militar en la cuadrilla denominada “Frente Héroes y Mártires de Guática” del Bloque Central Bolívar.

De igual forma se debe aunar que en el pasado los miembros de las “AUC” acordaron unos pactos con el Gobierno Nacional, que dio luz a la Ley 975 de 2.005, conocida como “ley de justicia y paz”, lo que propició la desmovilización de los integrantes de esos grupos de justicia privada y su posterior sometimiento a la administración de justicia, por lo que acorde con el espíritu de dicha ley, en momento alguno se debe entender que se está en presencia de un acuerdo de paz y en consecuencia no puede ser asimilada a Ley # 1820 de 2.016, ni los efectos de esta última se pueden hacer extensivos a los miembros de las “AUC” que se sometieron a la aludida “ley de justicia y paz”.  
Además de lo anterior, no debemos olvidar, como ya se dijo, que la ley de amnistía solo cobija a las personas que detentan la condición de delincuentes políticos, que vendrían siendo aquellas que cometieron los delitos consagrados en los artículos  8º, 15º y 16º de la Ley # 1820 de 2.016, calidad esta que no tienen los miembros de las “AUC”, como bien lo ha hecho saber la Corte Suprema de Justica en una decisión en la que expuso que las andanzas delincuenciales perpetradas por los miembros o integrantes de las organizaciones paramilitares o de autodefensas, no podrían ser consideradas como delitos políticos sino como delitos comunes, por lo siguiente:
“Es cierto que en el texto sancionado y promulgado de la Ley 975 de 2005 se había previsto que los comportamientos desarrollados por los miembros de los grupos paramilitares o de autodefensa, que interfirieran con el normal funcionamiento del orden constitucional y legal, debían ser considerados como delito de sedición, es decir, como ataque al orden constitucional y legal vigente. 

(:::) 

Los delitos cometidos por personas vinculadas a grupos paramilitares, como es el caso de los miembros de los grupos de autodefensa que en virtud de acuerdos con el Gobierno Nacional se han desmovilizado, bajo ningún pretexto alcanzan a ser considerados como autores del punible de sedición, por cuanto tales comportamientos no pueden ser asimilados al concepto delito político.

Debido a que los hechos delictivos cometidos por cuenta o en nombre de los paramilitares no fueron ejecutados con el propósito de atentar contra el régimen constitucional y legal vigente, con denunciado apoyo de importantes sectores institucionales y procurando obtener beneficios particulares, pretender que una norma identifique como delito político conductas claramente señaladas como delitos comunes resulta contrario a la Constitución vigente, desconoce la jurisprudencia nacional y contradice la totalidad de doctrina nacional y extranjera…..”
.

En suma, de todo lo antes expuesto, la Sala válidamente puede colegir que el Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, contrario a lo reclamado por el apelante, en momento alguno puede ser beneficiario de las amnistías e indultos regulados en la Ley # 1820 de 2.016, porque no integró ni hizo parte del grupo insurgente que suscribió ni se sometió el acuerdo de paz con el Gobierno Nacional que dio luz a la ley de marras; a lo que se le debe adicionar que militó en una organización paramilitar, cuyas delincuencias y demás fechorías no podían ser consideradas como delitos políticos sino como simples y meros delitos comunes.
Finalmente, en lo que tiene que ver con la discrepancia propuesta por el recurrente sobre el no reconocimiento en favor del Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, sea lo primero por decir que en este evento ultraactivamente y por favorabilidad se deben aplicar las disposiciones originales consagradas en el artículo 63 C.P. las cuales se tornan más beneficiosas para el acriminado porque las normas que la subrogaron, o sea los artículos 13 y 29 de la ley # 1.709 de 2.014, resultan ser más perjudiciales para los intereses del Procesado, debido a que en esas normas el delito por el que se declaró su compromiso penal: concierto para delinquir agravado, se encuentra dentro del listado de reatos para las cuales está prohibida la concesión o el reconocimiento de subrogados o sustitutos penales. 
Ahora, para resolver la inconformidad planteada por el apelante, como bien es sabido por todos, acorde con la versión original del Código Penal, se tendrá en cuenta que para la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, se exigía el cumplimiento simultáneo de dos requisitos:

· Uno de naturaleza objetiva, que tenía que ver con el monto de la pena impuesta, el cual no debía exceder de los tres años de prisión. 

· Otro de naturaleza subjetiva, que estaba relacionado con un análisis que el Juzgador debía hacer tanto de “los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado”, como de “la modalidad y gravedad de la conducta punible”, los cuales le podían permitir inferir  que no era necesaria la ejecución de la pena. 
En el caso en estudio, no existe duda alguna que se satisface el requisito objetivo como consecuencia de las penas de prisión impuestas al Procesado, la cual no excede de los tres años; pero de igual manera, ante la gravedad de las delincuencias perpetras por el Procesado y el comportamiento social desplegado durante el tiempo que militó en las AUC, pues basta recordar que esos grupos de justicia privada sembraron el terror y el miedo en las zonas en las cuales ejercían su dominio, cuyos campos prácticamente fueron regados por la sangre de aquellos ciudadanos infelices que fueron sometidos a su yugo, así como el que llevó a cabo después de su desmovilización, tanto es así que en su contra existen antecedentes penales por la comisión de varios delitos de homicidio
, válidamente se puede colegir que su desempeño social no ha sido el más adecuado ni el mejor, lo cual torna en necesario que sea sometido al correspondiente tratamiento penitenciario intramural, por lo que es obvio que se debe ejecutar la sentencia, como de manera acertada se adujo en la sentencia apelada.  
Siendo así las cosas, la Sala válidamente puede colegir que el fallo opugnado estuvo atinado cuando en el mismo no se le reconoció al Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, el disfrute del subrogado penal reclamado por la Defensa en la alzada. 

Acorde con todo lo hasta ahora dicho, es suficiente para que la Sala concluya que no le asiste la razón a las inconformidades expresadas por el apelante en contra de la sentencia apelada, debido a que: a) El Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, no podría ser beneficiario de las amnistías e indultos reglamentados en la Ley 1820 de 2016; b) No se cumplían con unos de los requisitos que se tornaban necesarios para que en favor del acriminado se le concediera el goce de subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
Por lo tanto, al no asistirle la razón a la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente, a la Colegiatura no le queda otra opción diferente que la de confirmar íntegramente la sentencia confutada.
Finalmente, en lo que tiene que ver con la notificación personal de los sujetos procesales, quienes, salvo el representante del Ministerio Púbico, tienen sus domicilios en las ciudades de Bogotá D.C. y Villavicencio, así como el condenado GILBERTO SOTO URIBE, quien se encuentra recluido en la cárcel de Acacías, (Meta), se comisionará, por el término de cinco días, más el de la distancia, a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Reparto), con sede en esas ciudades, para que notifiquen de manera personal al Procesado, a su apoderado, Dr. HENRY LOZADA VILLABONA
, y al Fiscal Coordinador de la Dirección Nacional de Fiscalías Especializadas de Justicia Transicional
. 
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida en las calendas del 7 de marzo de 2018 por parte del Juzgado 2º  Penal del Circuito Especializado, Itinerante, de esta localidad, por medio de la cual se declaró la responsabilidad criminal del Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, por incurrir en la comisión del delito de concierto para delinquir agravado. 

SEGUNDO: COMISIONAR por el término de cinco días, más el de la distancia, a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Reparto), con sede en las ciudades de Bogotá D.C., Villavicencio y Acacías, a fin que notifiquen de manera personal el contenido del presente fallo de segunda instancia, tanto al Procesado GILBERTO SOTO URIBE, (A) “Guri Guri”, como a su apoderado judicial y al Fiscal Coordinador de la Dirección Nacional de Fiscalías Especializadas de Justicia Transicional.  
TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente decisión de 2ª instancia procede el recurso de Casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de las oportunidades de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� (Ver folio 9)


� (Ver folio 46)


� (Ver folio 60)


� (Ver folio 160 y ss.)  


� (Ver folios 166 y ss.)  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 30 de abril de 2014. Rad. # 41.534. M.P. JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 4 de julio de 2002. Rad. # 10308.


� Al respecto se pueden consultar los artículo 2º, 8º; 15º, 16º y 17º de la Ley # 1820 de 2.016, los que establecen cuales serían los delitos políticos y conexos que serían susceptibles de la amnistía en indultos regulados por la ley de marras.  


� Corte  Suprema  de  Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 11 Julio  de 2007.  Rad. # 26945. M.P. YESID RAMÍREZ BASTIDAS y JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA.   


� Los que bien vale la pena aclarar se perpetraron después que el Procesado se desmovilizó de las “AUC”.


� Domiciliado en la Cr. 37 # 33B-41, barrio Barzal, de Villavicencio.


� Diagonal 22B # 52-01 Bloque F, piso 3º, de Bogotá. 
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